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Superior de Bayamón 
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Sobre: 
 

INTERDICTO 
ESTATUTARIO AL 

AMPARO DE LOS 
ARTÍCULOS 14.1 Y 
14.2 DE LA LEY 

PARA LA REFORMA 
DEL PROCESO DE 
PERMISOS DE 

PUERTO RICO, 
SEGÚN 

ENMENDADA; 
REVOCACIÓN DE 
PERMISO Y 

PARALIZACIÓN DE 
OBRA (23 L.P.R.A. § 
9024A); SENTENCIA 

DECLARATORIA 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 

Juez Brignoni Mártir y la Juez Méndez Miró. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de septiembre de 2018. 

Comparece ante nos el ingeniero Carlos E. Gautier Lloveras 

(Ing. Gautier o Peticionario) mediante el recurso de Certiorari de 

título. Solicita la revisión de una Resolución emitida el 29 de junio 

de 2018 y notificada el 11 de julio de 2018 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Bayamón (TPI) en el caso D PE2016-0136, Dorado 

Shopping Center Development Corp. v. Oficina de Gerencia de 

Permisos, et al. En dicho dictamen, el TPI aprobó el Memorando de 

Costas presentado por Caribbean Restaurants, LLC (Caribbean 

Restaurants) y Latin American Subs, LLC (Latin American Subs), 

concediéndoles el recobro de $192 por concepto de sellos de rentas 
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internas cancelados.1 También aprobó el Memorando de Costas 

Conforme al Mandato Emitido el 17 de Mayo de 2018 que presentó el 

Ing. Gautier concediéndole a éste el recobro de la partida de $102 

por concepto de un arancel ante este Tribunal de Apelaciones. 

Por los fundamentos que expondremos, expedimos el auto de 

Certiorari solicitado, modificamos el dictamen recurrido y, así 

modificado, lo confirmamos.  

I. 

El caso de epígrafe tiene un extenso tracto procesal.2 A los 

efectos de adjudicar el presente recurso, nos ceñiremos a reseñar 

únicamente los hechos que estimamos esenciales y pertinentes para 

ello.  

El 23 de febrero de 2016 Dorado Shopping Center 

Development Corporation (Dorado Shopping Center o Recurrido), 

instó ante el TPI una Petición de Interdicto Preliminar y Permanente 

Acción de Nulidad y Sentencia Declaratoria contra Caribbean 

Restaurants, Latin American Subs, el Ing. Gautier, y la Oficina de 

Gerencia de Permisos de Puerto Rico (OGPe). Afirmó ser colindante 

y vecino de los predios de terreno que Caribbean Restaurants y Latin 

American Subs estaban desarrollando para allí ubicar restaurantes 

de su propiedad, un Burger King y un Firehouse Subs, 

respectivamente. En síntesis, planteó que los codemandados 

obtuvieron un permiso de construcción de forma ilegal por lo que 

solicitó que dicho permiso se declarase nulo y que se paralizara la 

construcción de dichos restaurantes.  

Luego de varios trámites procesales, el 25 de marzo de 2016 

Caribbean Restaurants y Latin American Subs presentaron su 

                                                 
1 No surge del expediente que Caribbean Restaurants o Latin American Subs 

recurriesen del dictamen aquí recurrido. Comparece ante nos únicamente el Ing. 

Gautier.  
2 Para un resumen más detallado, véase la Sentencia emitida el 7 de junio de 2017 

por un panel hermano de este foro en los casos consolidados KLAN201700524 y 

KLAN20170525. 
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Contestación a Demanda. Así también lo hizo el Ing. Lloveras el 23 

de mayo de 2016. 

Posteriormente, mediante Sentencia notificada el 30 de marzo 

de 2017, consolidado el procedimiento de interdicto preliminar y el 

permanente, y celebrada la vista en su fondo, el TPI decretó que la 

“OGPe actuó en violación al debido proceso de ley al nunca 

reconocer a Dorado Shopping como parte interventora en el trámite 

discrecional de Consulta de Construcción” privando así a dicha 

parte de poder cuestionar judicialmente las decisiones de la 

agencia.3 A base de la prueba desfilada, determinó que se rebatió la 

presunción de corrección y legalidad que cobijaba los permisos 

concedidos por la OGPe por lo que declaró nulos la Determinación 

de Cumplimiento Ambiental por Exclusión Categórica, la Consulta 

de Construcción; el Permiso de Construcción y el Permiso de Uso. 

Ordenó a Caribbean Restaurants a paralizar el uso y la operación 

del restaurante Burger King y a cesar en el uso del sistema de 

inyección subterránea.  Además, le prohibió a Latin American Subs 

la construcción del restaurante Firehouse Subs en los dos predios 

propuestos para ello. Ordenó que las partes reiniciaran el proceso 

de obtención de permiso para construir el proyecto propuesto y 

ordenó a la OGPe a incluir a Dorado Shopping como parte 

interventora. Halló a los codemandados incursos en temeridad y les 

condenó al pago solidario de cinco mil dólares ($5,000.00).  

Inconformes, el 11 de abril de 2017, Caribbean Restaurants y 

Latin American Subs instaron ante este foro el recurso de Apelación 

KLAN201700524.  Por su parte, el Ing. Gautier instó el recurso de 

Apelación KLAN201700525. En igual fecha, en el caso 

KLAN201700524, Caribbean Restaurants, Latin American Subs y el 

Ing. Gautier presentaron una Moción en Auxilio de Jurisdicción 

                                                 
3 Véase, pág. 90 del Apéndice del Recurso.  
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solicitando que se dejase sin efecto la paralización de uso y el cierre 

del restaurante Burger King mientras se adjudicaba el recurso. 

Mediante Resolución emitida el mismo 11 de abril de 2017, dicha 

moción fue declarada ha lugar.   

Consolidados los recursos apelativos, en una Sentencia 

emitida el 7 de junio de 2017, un  panel hermano4 de este foro revocó 

el dictamen del TPI. Concluyó:  

Al tener ante sí un señalamiento de incuria como 
defensa ante la petición de interdicto, correspondía al TPI 
realizar el análisis del tracto procesal que este Foro de 
Apelaciones ha esbozado, a la luz de la prueba habida en el 
expediente, y el Derecho vigente aplicable. Al no hacer así, el 
Foro a quo ratificó erradamente la dilación injustificada por 
parte de Dorado Shopping, y por ende la incuria de la aquí 
apelada, la cual acarreó a su vez un claro perjuicio a 
Caribbean Restaurants, Latin American Subs, y al Ing. 
Gautier Lloveras; y produjo una serie de efectos perjudiciales 
a los intereses de dichos apelantes, finalizando con la 
paralización de uso y la clausura momentánea del 
restaurante ya construido, y la paralización de la 
construcción del segundo restaurante propuesto.     

 
A la luz de todo nuestro análisis, concluimos que, en 

el caso presente, ante la Petición de Interdicto Preliminar y 
Permanente instada por Dorado Shopping, procede en 
Derecho aplicar la defensa de incuria presentada por 
Caribbean Restaurants, Latin American Subs, y el Ing. 
Gautier Lloveras. 

   

Inconforme, Dorado Shopping Center instó un recurso de 

Certiorari ante el Tribunal Supremo el que, mediante Resolución 

emitida el 9 de febrero de 2018, en el caso CC-2018-0084, fue 

declarado no ha lugar. En sendas resoluciones notificadas el 9 de 

abril y el 16 de mayo de 2018, el Tribunal Supremo también denegó 

sus dos mociones de reconsideración.  

Remitido el Mandato del caso, el 25 de mayo de 2018 el Ing. 

Gautier instó ante el TPI su Memorando de Costas Conforme al 

Mandato Emitido el 17 de mayo de 2018. Anejó varios documentos 

que alegó sustentaban su reclamo de haber incurrido en las 

siguientes costas:  

Fotocopias                $783.96 
Gastos mensajería:       $160 

                                                 
4 Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, la Jueza Surén 

Fuentes y la Jueza Cortés González.  
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Gastos sellos/rentas internas/ asistencia legal: $397.20 
Transcripciones de deposiciones:    $693.16 
Transcripción de vista evidenciaria:    $7,710.75 
TOTAL:                $9,745.07 
 

Planteó que el gasto por concepto de fotocopias necesarias 

para la tramitación del caso incluía: el costo de la reproducción de 

la prueba documental; fotocopias de transcripciones de 

deposiciones; fotocopias de múltiples exhibits y prueba documental 

para la vista en su fondo; la preparación y reproducción de múltiples 

mociones, correspondencia entre las partes, así como voluminosos 

y múltiples recursos y apéndices a tenor de las disposiciones 

reglamentarias de los foros apelativos. Alegó que los gastos de 

mensajería que reclamó también fueron necesarios para tramitar el 

caso, mientras se ventiló por más de dos años, requirió la 

notificación de mociones a las partes y presentación de los escritos 

ante los foros judiciales. Arguyó que incurrió en gastos de sellos de 

rentas internas por concepto del arancel inicial en el pleito, 

comparecencias ante este foro apelativo intermedio, suspensiones 

de vistas, obtención de copias de prueba documental presentada en 

la vista interdictal para su uso en proceso apelativo así como sellos 

de asistencia legal para documentos juramentados durante el 

descubrimiento de prueba. El Ing. Gautier también reclamó que el 

costo de la deposición del perito de la parte demandante fue 

indispensable en la adjudicación del pleito. Agregó que el dictamen 

revocado fue emitido luego de celebrarse siete días de vista 

evidenciaria por lo que, para que este foro apelativo pudiese ejercer 

su función revisora necesitaba examinar la reproducción de la 

referida prueba oral del presente litigio por lo que la transcripción 

de la prueba oral fue un elemento indispensable. 

 El 4 de junio de 2018 Dorado Shopping Center presentó su 

Impugnación del Memorando de Costas Conforme al Mandato Emitido 

el 17 de mayo de 2018 a Tenor con la Regla 44.1 Presentado por el 
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Ing. Carlos E. Gautier Lloveras. Afirmó que el memorando del 

Peticionario contenía partidas improcedentes. Indicó que, un 

examen de los autos originales de las apelaciones atendidas 

demostraría que nunca se les ordenó a las partes a presentar la 

transcripción de las vistas ni la prueba documental admitida. 

Destacó que, en su Sentencia revocatoria por aplicación de la 

doctrina de incuria, el Tribunal de Apelaciones consideró 

únicamente los hechos procesales del caso. Si bien admitió que la 

partida de sellos de rentas internas era procedente en Derecho, alegó 

que el Ing. Gautier reclamó el costo de dos sellos por concepto de 

primeras comparecencias ante este foro apelativo intermedio, a 

pesar de que el pago de un solo arancel es suficiente para cubrir 

dicha comparecencia. Expresó que si el Ing. Gautier hubiese 

presentado la moción en auxilio de jurisdicción en su propia 

apelación, KLAN201700525, no hubiese tenido que pagar otro sello. 

Negó que se demostrase alguna gestión particular que justificase 

recobrar el costo de las fotocopias el que, de cualquier modo, fue 

superfluo pues la prueba documental en el caso y los apéndices de 

los escritos fueron provistos u ofrecidos en formato digital. Así 

también, tildó de improcedente el recobro de gastos por mensajería. 

Arguyó que la suma de sellos de rentas internas reclamada no 

concordaba con la evidencia anejada y reiteró que la obtención de 

copia de la prueba documental no fue ordenada ni fue necesaria. 

Negó que la transcripción de la deposición o de la vista evidenciaria 

fuesen necesarias pues el Tribunal de Apelaciones no las solicitó ni 

las utilizó. Solicitó que se le concediese $102 por concepto de un 

sello de rentas internas al Ing. Gautier.  

El 11 de junio de 2018 el Ing. Gautier presentó su Réplica a 

Impugnación de Costas Conforme al Mandato Emitido el 17 de mayo 

de 2018. Afirmó que el gasto de fotocopias reclamado fue por la 

reproducción de documentos para la vista en su fondo. Afirmó que 
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el gasto de la transcripción fue uno necesario para cumplir con las 

exigencias reglamentarias que le requieren a quien cuestione la 

apreciación de la prueba del TPI a que acredite el método de 

reproducción de la prueba oral que utilizará, así como tenía que 

incluir un apéndice completo y anejar la prueba documental 

admitida durante las vistas, junto a otros documentos del 

expediente judicial. En torno a la moción de auxilio de jurisdicción, 

alegó que, al no tener legitimación activa para hacerlo por su cuenta, 

fue necesario presentarla junto a Caribbean Restaurants en el 

recurso apelativo de dicha parte. Invocó que fue necesario deponer 

al perito de Dorado Shopping Center para contrainterrogarle 

efectivamente.  

En su Resolución notificada el 11 de julio de 2018, el TPI 

concluyó lo siguiente: 

En consecuencia, a la luz del mandato del Tribunal de 
Apelaciones y su sentencia y por entender que fueron gastos 
necesarios del litigio, este Tribunal le aprueba a Caribbean 
Restaurants, LLC y Latin American Subs, LLC la partida de 
$192.00 por sellos de rentas internas cancelados ante los 
Tribunales de Primera Instancia y el Tribunal de Apelaciones 
y al Ing. Carlos E. Gautier Lloveras la partida de $102.00 por 
concepto de arancel ante el Tribunal de Apelaciones.  
 

Inconforme, el 10 de agosto de 2018 el Ing. Gautier instó el 

presente recurso, en el que le imputó al TPI la comisión del siguiente 

error:  

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL NO 

CONCEDER AL COMPARECIENTE, PARTE 
VICTORIOSA, LOS GASTOS RAZONABLES Y 
NECESARIAMENTE INCURRIDOS EN ESTE CASO Y 

RECLAMADOS EN EL MEMORANDO DE COSTAS AL 
CUAL SE ACOMPAÑÓ EVIDENCIA SUSTENTANDO 

LAS PARTIDAS RECLAMADAS.  
 

Mediante Resolución emitida el 28 de agosto de 2018 le 

concedimos término al Peticionario para que acreditase que el 

memorando de costas fue presentado ante el TPI de conformidad con 

la Regla 44.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. El 29 de agosto 

de 2018 el Ing. Gautier presentó su Moción en Cumplimiento con 

Resolución.  
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Habiéndole concedido un término para ello, el 4 de septiembre 

de 2018 Dorado Shopping Center Development Corp. presentó su 

Oposición a la Expedición del Auto por Falta de Perfeccionamiento y/o 

Alegato de la Parte Recurrida.  

Examinadas las comparecencias de las partes, a tenor del 

Derecho aplicable, estamos en posición de resolver.   

II. 

A. 

El certiorari es el vehículo procesal mediante el cual un 

tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error de derecho 

cometido por un tribunal inferior.  IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 

DPR 307, 337-338 (2012). Establece la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, que este foro apelativo expedirá el recurso de 

certiorari para resolver resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas cuando se recurre de:  (1) una resolución u orden bajo las 

Reglas 56 (Remedios Provisionales) y 57 (Injunction) de 

Procedimiento Civil; (2) la denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo; y (3) por excepción de:  (a) decisiones sobre la 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales; (b) asuntos 

relativos a privilegios evidenciarios; (c) anotaciones de rebeldía; (d) 

casos de relaciones de familia; (e) casos que revistan interés público; 

y (f) cualquier otra situación en la que esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  

De ordinario, quien presenta un recurso de certiorari pretende 

la revisión de asuntos interlocutorios que han sido dispuestos por 

el foro de instancia en el transcurso y manejo del caso.  Distinto al 

recurso de apelación, ante un recurso de certiorari, el tribunal tiene 

discreción para atender el asunto planteado. Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); Pueblo v. Díaz De León, 

176 DPR 913 (2009). Esta discreción ha sido definida como una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 
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llegar a una conclusión justiciera. Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

189 DPR 414, 435 (2013). No significa poder actuar en una forma u 

otra haciendo abstracción del resto del Derecho, pues ello 

ciertamente constituiría un abuso de discreción. Íd.; Torres v. Junta 

Ingenieros, 161 DPR 696 (2004).  

En la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones se 

fijan los criterios que este foro considerará para ejercer sabia y 

prudentemente, su discreción para atender o no en los méritos un 

recurso de certiorari.  Estos son los siguientes:        

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos son contrarios a derecho.   
 
B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.      
  
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error craso y 
manifiesto de la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.        
  
D.  Si el asunto planteado exige consideración, más detenida 
a la luz de los autos originales, por los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.        
  
E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.        
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.        
  
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.   
Véase, 4 LPRA Ap. XXII-B. 

 

Al analizar la procedencia de un recurso de certiorari, nos 

corresponde evaluar la corrección y razonabilidad de la decisión 

recurrida y la etapa del procedimiento en que se produce, para 

determinar si nuestra intervención es oportuna o si, por el contrario, 

ocasionaría un fraccionamiento indebido o una dilación 

injustificada del litigio.  Debemos también considerar su carácter 

discrecional y que debe ser usado con cautela y solamente por 

razones de peso. Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 7 (1948). 

B.  

La Regla 44.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, que rige 

la concesión de las costas, lee, en su parte pertinente:  
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(a) Su concesión.— 
Las costas le serán concedidas a la parte a cuyo favor se 
resuelva el pleito o se dicte sentencia en apelación o revisión, 
excepto en aquellos casos en que se disponga lo contrario por 
ley o por estas reglas. Las costas que podrá conceder el 
tribunal son los gastos incurridos necesariamente en la 
tramitación de un pleito o procedimiento que la ley ordena o 
que el tribunal, en su discreción, estima que una parte 
litigante debe reembolsar a otra. 
 
(b) Como se concederán.-- 
La parte que reclame el pago de costas presentará al tribunal 
y notificará a la parte contraria, dentro del término de diez 
(10) días contados a partir del archivo en autos de copia de 
la notificación de la sentencia, una relación o memorándum 
de todas las partidas de gastos y desembolsos necesarios 
incurridos durante la tramitación del pleito o procedimiento. 

El memorándum de costas se presentará bajo juramento de 
parte o mediante certificación del abogado o abogada y 
consignará que, según el entender de la parte reclamante o 
de su abogado o abogada, las partidas de gastos incluidas 
son correctas y que todos los desembolsos eran necesarios 
para la tramitación del pleito o procedimiento. Si no hubiese 
impugnación, el tribunal aprobara el memorándum de 
costas y podrá eliminar cualquier partida que considere 
improcedente, luego de conceder a la parte solicitante la 
oportunidad de justificarlas. Cualquier parte que no esté 
conforme con las costas reclamadas podrá impugnarlas en 
todo o en parte, dentro del término de diez (10) días contados 
a partir de aquel en que se le notifique el memorándum de 
costas. El tribunal, luego de considerar la posición de las 
partes, resolverá la impugnación. La resolución del Tribunal 
de Primera Instancia podrá ser revisada por el Tribunal de 
Apelaciones mediante el recurso de certiorari. De haberse 
instado un recurso contra la sentencia, la revisión de la 
resolución sobre costas deberá consolidarse con dicho 
recurso. 
 
(c) En etapa apelativa.-- 
La parte a cuyo favor un tribunal apelativo dicte sentencia 
presentará en la sala del Tribunal de Primera Instancia que 
decidió el caso inicialmente y notificara a la parte contraria, 
dentro del término jurisdiccional de diez (10) días contados 
a partir de la devolución del mandato y conforme a los 
criterios establecidos en el inciso (b) anterior, una relación o 
memorándum de todas las partidas de gastos y desembolsos 
necesarios incurridos para la tramitación del recurso en el 

Tribunal de Apelaciones y en el Tribunal Supremo, según 
corresponda. El memorándum de costas se presentará bajo 
juramento de parte o mediante certificación del abogado o 
abogada, y su impugnación se formulará y resolverá en la 
misma forma prescrita en la Regla 44.1(b) de este apéndice. 
La resolución que emita el Tribunal de Primera Instancia 
podrá revisarse según se dispone en el inciso (b). La 
resolución que emita el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisarse mediante certiorari ante el Tribunal Supremo. 
 
Cuando se revoque la sentencia del Tribunal de Primera 
Instancia, la parte a cuyo favor se dicte la sentencia, 
presentará un memorándum de costas de conformidad con 
el procedimiento y el término establecido en este inciso e 
incluirá los gastos y desembolsos incurridos tanto en el 
Tribunal de Primera Instancia como en el Tribunal de 
Apelaciones y en el Tribunal Supremo.  
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El propósito de esta disposición es resarcirle “a la parte que 

advenga victoriosa en el caso mediante el reembolso de aquellos 

gastos que se estimen necesarios y razonables para efectos de 

prevalecer en su posición”. Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 

185 DPR 880, 934 (2012). La imposición de costas pretende tener 

una función reparadora, pues el derecho de dicha parte no debe 

quedar menguado por los gastos en los que tuvo que incurrir por 

culpa de la parte contraria. Íd. La imposición del pago de las costas 

judiciales busca también penalizar y disuadir “la litigación 

inmeritoria, temeraria, o viciosa, y la que se lleva a cabo con el 

propósito de retrasar la justicia”. Auto Servi, Inc. v. E.L.A., 142 DPR 

321, 327 (1997). Aun cuando la Regla 44.1 de Procedimiento Civil, 

supra, no ofrece una definición precisa del concepto “parte 

victoriosa” que sea aplicable a todos los escenarios fácticos, el 

Tribunal Supremo ha indicado que “la parte victoriosa es aquella a 

cuyo favor se resuelve una reclamación independiente, a los fines de 

esa reclamación, aun cuando en el litigio se hayan acumulado otras 

reclamaciones”. (Énfasis suprimido.) J.T.P. Dev. Corp. v. Majestic 

Realty Corp., 130 DPR 456, 465 (1992).   

Una vez se reclaman, “la imposición de costas a beneficio de 

la parte prevaleciente resulta mandatoria”. Maderas Tratadas v. Sun 

Alliance et al., supra. Sin embargo, su concesión no es 

automática.  Burlington Air Exp., Inc. v. Mun. Carolina, 154 DPR 588, 

616 (2001). La parte prevaleciente ha de presentar su memorando 

de costas “dentro del término de diez (10) días contados a partir del 

archivo en autos de copia de la notificación de la sentencia”. Regla 

44.1 (b), supra. Dicho término es uno jurisdiccional. Comisionado v. 

Presidenta, 166 DPR 513, 518 (2005). Entiéndase, es 

improrrogable. Colón Santos v. Coop. Seg. Múlt. P.R., 173 DPR 170, 

187 (2008).  Así pues, “el tribunal carece de poder o autoridad legal 

para aprobar cualquier memorándum (sic) de costas presentado 
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tardíamente y/o uno suplementario para adicionar partidas 

omitidas en el memorando original”.  (Cita omitida.) Burlington Air 

Exp., Inc. v. Mun. Carolina, supra. 

Surge de la propia regla que “no todos los gastos del litigio son 

recobrables”. Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., supra. Aclaró 

el Tribunal Supremo que el concepto de las costas procesales no 

cubre “la totalidad de los gastos que ocasiona el proceso; ya que no 

son sinónimos de los gastos del litigio y tienen una interpretación 

restrictiva que se justifica tradicionalmente en el interés de 

garantizar el mayor acceso a los litigantes de manera económica." 

Íd., citando a J. A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal 

Civil, 2da ed., San Juan, Pubs. J.T.S., 2011, T. IV, pág. 1266. Los 

únicos gastos sujetos a la referida regla son los que se consideren 

necesarios para la gestión judicial y le corresponderá al tribunal, en 

el ejercicio de su discreción, evaluar su razonabilidad. Maderas 

Tratadas v. Sun Alliance et al., supra. Al realizar tal determinación, 

la discreción del tribunal es amplia. Auto Servi, Inc. v. E.L.A., supra, 

pág. 326. No obstante, deberá ejercerse moderadamente, 

examinando cuidadosamente los memorandos de costas, 

particularmente cuando las costas son impugnadas. Pereira v. 

I.B.E.C., 95 DPR 28, 79 (1967); Garriga, Jr. v. Tribunal Superior, 88 

DPR 245 (1963). No se aprobarán como costas gastos “innecesarios, 

superfluos o extravagantes”. Íd.  

Usualmente, no se incluyen como costas los gastos ordinarios 

de la oficina de abogados de los reclamantes “tales como sellos de 

correo, materiales de oficina y... transcripciones de récords de vistas 

cuando tales trascripciones se solicitan por ser convenientes pero no 

necesarias para los reclamantes”. (Énfasis en el original.) Andino 

Nieves v. A.A.A., 123 DPR 712, 716 (1989); Pereira v. I.B.E.C., 95 

DPR 28, 78 (1967). Si bien esos son gastos de oficina generales, 

necesarios para el ejercicio de la profesión de la abogacía, no son 
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recobrables como costas. Andino Nieves v. A.A.A., supra, pág. 718. 

Salvo que se especifique la necesidad “en términos de una gestión 

particular necesaria relacionada con el caso” el uso de un 

mensajero tampoco cualifica como costas. Íd. Asimismo, el gasto 

incurrido en obtener deposiciones “será recobrable si son 

necesarias, aunque no se usen en las vistas del caso”. Pereira v. 

I.B.E.C., supra, pág. 78. Los aranceles requeridos para la 

presentación de una causa pueden ser recobrados como costas. 

Véase, Pereira v. I.B.E.C., supra, 79.  

C. 

Conforme lo dispone el inciso (a) de la Regla 19 de nuestro 

Reglamento, supra, cuando la parte apelante en un caso civil haya 

señalado algún error relacionado a la suficiencia de la prueba 

testifical o con la apreciación errónea de esta por parte del tribunal 

apelado, someterá una transcripción, una exposición estipulada o 

una exposición narrativa de la prueba. La Regla 20 de nuestro 

reglamento a su vez establece que la reproducción de la prueba oral 

mediante transcripción se haga conforme a la Regla 76 del mismo 

cuerpo reglamentario. La Regla 76, en su parte pertinente, dispone:  

(A)  Transcripción de la prueba oral en recursos de apelación 
y certiorari. -- Una parte en una apelación o en un recurso 
de certiorari ante el Tribunal de Apelaciones notificará al 
Tribunal de Apelaciones no más tarde de diez (10) días desde 
que se presentó el escrito de apelación o se notificó la 
expedición del auto solicitado, que se propone transcribir la 
prueba oral. En esa moción, la parte proponente expresará 
las razones por las cuales considera que la transcripción es 
indispensable, y que propicia mayor celeridad en los 
procesos que la presentación de una exposición estipulada o 
una exposición narrativa. […] 
 
(B)  Transcripción por transcriptor(a) privado(a) 
autorizado(a).- 
Autorizada la transcripción, su proponente podrá solicitar al 
Tribunal de Primera Instancia la regrabación de los 
procedimientos. 
…….. 
La transcripción de la prueba oral será realizada por la parte 
que la solicite, a su costo, y dentro del plazo de treinta (30) 
días a partir de la entrega de la regrabación. Para ello, deberá 
utilizar un transcriptor(a) privado(a) autorizado(a) por las 
reglas que apruebe el Tribunal Supremo de Puerto Rico.   
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Los honorarios satisfechos por la parte proponente al 
transcriptor(a) privado(a) autorizado(a), serán recobrables 
como costas de prevalecer esa parte en el recurso, a menos 
que el Tribunal de Apelaciones determine que la 
transcripción no era necesaria o útil para la resolución del 
recurso. (Énfasis suplido.) 
 

III. 

En su recurso, plantea el Peticionario que el TPI actuó 

infundada y caprichosamente al no conceder todas las partidas 

incurridas y evidenciadas que reclamó en su memorando de costas. 

Alega que la transcripción que presentó con su apelación como 

reproducción de la prueba oral de la vista interdictal fue un 

elemento indispensable para el perfeccionamiento del recurso y para 

que el Tribunal de Apelaciones ejerciese su función revisora y 

revocase el dictamen del TPI por lo que el correspondiente gasto de 

$7,710.75 fue uno necesario. Afirma que también demostró la 

razonabilidad del gasto de $693.16 incurrido por la transcripción de 

las deposiciones, en particular, la del perito de Dorado Shopping 

Center. Alega que también fueron necesarios los gastos de $783.96 

de fotocopias pues se ha reconocido que los gastos de copias del 

escrito de apelación y sus legajos deben ser compensados. En 

cuanto a los $160 que reclamó por gastos de mensajería, plantea 

que fueron necesarios para la notificación de mociones y 

presentación de escritos ante los distintos foros judiciales. Agrega 

que el TPI también abusó de su discreción al no conceder la partida 

de $327.20 que reclamó por sellos de rentas internas usados como 

arancel de comparecencia inicial ante este foro apelativo, en 

suspensiones de vistas, para los documentos juramentados y para 

la obtención de copias de la prueba documental para usarse en el 

proceso apelativo.  

Por su parte, en su oposición Dorado Shopping Center alega 

que el recurso que nos ocupa no fue debidamente perfeccionado 

pues no se le notificó al Procurador General y su apéndice no incluye 
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la alegación responsiva presentad por la OGPe. Respecto a los 

méritos del recurso, alega que no se autorizó, solicitó ni fue 

necesaria la transcripción de la vista ante el TPI pues, al resolver los 

recursos consolidados KLAN201700524 y KLAN201700525, el 

Tribunal de Apelaciones aplicó la doctrina de incuria a base de 

hechos puramente procesales. Insiste en que la transcripción no se 

presentó ni se consideró al emitirse la sentencia revocatoria por lo 

que, en todo caso, fue un gasto conveniente pero no necesario cuya 

razonabilidad no se estableció. Afirma que, dado que, al revocar al 

TPI, el Tribunal de Apelaciones no consideró ningún testimonio 

tampoco era recobrable el costo de la transcripción de la deposición 

del perito. Afirma que no se demostró ninguna gestión particular 

que amerite el pago de los gastos por fotocopias o mensajería, más 

aún cuando el gasto de fotocopias fue superfluo dado que los 

apéndices de los escritos fueron provistos u ofrecidos en formato 

digital. Señala que si bien el Ing. Gautier certificó haber incurrido 

en un gasto de $397.20 por concepto de sellos de rentas internas, 

sólo evidenció un gasto por dicho concepto de $283.20. Alega que 

en este caso no hubo suspensión de vistas ni tampoco son 

compensables los sellos referentes a la prueba documental. Reitera 

que, si bien procede el recobro del sello de rentas internas por la 

primera comparecencia ante este foro, el recobro del segundo sello 

correspondiente a la moción en auxilio de jurisdicción que reclama 

el Ing. Gautier no corresponde pues, de haberla presentado en su 

propia apelación, éste no hubiese tenido que cancelar dicho sello.  

Procedemos a examinar la procedencia de cada gasto 

reclamado por el Ing. Gautier. En primer lugar, éste solicitó $783.96 

por concepto de alegado gasto incurrido por concepto de fotocopias. 

Sin embargo, a tenor de la jurisprudencia antes citada, salvo que se 

demuestre una necesidad relacionada a una gestión particular del 

caso, los gastos incurridos por concepto de fotocopias no pueden ser 
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recobrados como costas. Si bien el Peticionario reclamó que dichos 

gastos corresponden a la reproducción de la prueba documental, 

transcripciones de deposiciones, copias de exhibits y prueba 

documental, reproducción de mociones y correspondencia entre las 

partes, éstos no son más que los gastos ordinarios del 

funcionamiento de una oficina de abogados. Cabe señalar que, se 

han reconocido como costas los gastos de fotocopias del escrito de 

apelación y sus respectivos legajos ya que se incurren en el 

cumplimiento de los requisitos de presentación que impone nuestro 

reglamento. Sanchez v. Sylvania Lighting, 167 DPR 247, 254 (2006). 

Aún cuando hubiesen sido los gastos de fotocopias por dicho 

concepto, el Memorando de Costas del Ing. Gautier carece de 

especificidad en cuanto a la suma específica que correspondería a 

éstos. No se puso al TPI en posición de poder conceder dichas costas.  

El análisis anterior aplica igualmente a la reclamación de 

costas por alegados gastos de mensajería. El Ing. Gautier ni siquiera 

intentó describir alguna gestión particular relacionada al uso de un 

mensajero,  por lo que no se demostró la procedencia del recobro de 

costa alguna referente a ello.  

El tercer gasto que reclamó como costas el Ing. Gautier fue el 

correspondiente a los sellos de rentas internas. En el dictamen 

recurrido el TPI bien reconoció que procedía concederle al 

Peticionario las costas correspondientes a los $102 por concepto del 

arancel pagado al comparecer ante este foro. Sin embargo, 

consideramos que debió también concederle el arancel 

correspondiente a $102 por la presentación de la Moción en Auxilio 

de Jurisdicción que instó el Ing. Gautier junto a los demás apelantes. 

Salvo éstos, no se evidenció que proceda el recobro de otras sumas 

por éste concepto.  

Los restantes gastos que reclamó el Ing. Gautier corresponden 

al costo de las transcripciones de deposiciones y de la vista 
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interdictal celebrada ante el TPI. Al examinar los expedientes 

originales5 de los recursos consolidados KLAN201700524 y 

KLAN201700525, surge que junto con el recurso KLAN201700525, 

el 11 de abril de 2017, el Ing. Gautier presentó una Moción Sobre 

Transcripción de Regrabación de Vista Oral. En ella alegó que, dado 

que interesaba que se revocara una Sentencia emitida luego de 

celebrarse varios días de vistas evidenciarias, y ya que señaló errores 

cometidos en torno a la apreciación de la prueba, era indispensable 

que el  panel hermano contase con la transcripción de la prueba oral 

para que pudiese ejercer su función revisora. Afirmó que se 

encontraba gestionando la regrabación de las vistas, que le fue 

concedida. Solicitó que se tomara conocimiento de ello y se 

autorizara la reproducción de la prueba oral mediante una 

transcripción.  

Días después, en el caso KLAN201700524, el 17 de abril de 

2017, Caribbean Restaurants y Latin American Subs presentaron 

una Moción Sobre Transcripción de Regrabación de Vista Oral en la 

que esbozaron similares argumentos y se unieron a la petición del 

Ing. Gautier. Ahora bien, en esa misma fecha, en el caso 

KLAN201700524, Dorado Shopping Center presentó una Moción 

Urgente en Solicitud de Orden6 en la que, entre otros asuntos, resaltó 

que para ese instante procesal el panel hermano aún no se había 

pronunciado en cuanto a la solicitud de consolidación ni en cuanto 

a la transcripción de las vistas celebradas ante el foro primario.  

                                                 
5 “[S]e puede tomar conocimiento judicial de los procedimientos celebrados y de 
la sentencia o resolución dictada en cualquier causa seguida ante el mismo 

tribunal que toma conocimiento judicial o en cualquier otro tribunal dentro de la 

jurisdicción de aquél. Por tratarse de hechos cuya comprobación o determinación 

puede efectuarse de forma exacta e inmediata (sólo hay que acudir a la secretaría 

del tribunal en cuestión), es innecesario exigir en estos casos que se presente 

evidencia formal de los mismos”. Asoc. De Periodistas v. González, 127 DPR 704, 
714–715 (1991). 
6 Adviértase que en el caso KLAN201700525, el 17 de abril de 2017, Dorado 

Shopping Center presentó una Moción Informativa Urgente en la que informó de la 

presentación, en el caso KLAN201700524 de su Moción Urgente en Solicitud de 
Orden.  
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Como surge del Derecho antes reseñado, la Regla 76 (B) de 

nuestro reglamento es diáfanamente clara al disponer que los 

honorarios que haya satisfecho un parte para obtener la 

transcripción de la prueba oral “serán recobrables como costas de 

prevalecer esa parte en el recurso, a menos que el Tribunal de 

Apelaciones determine que la transcripción no era necesaria o útil 

para la resolución del recurso”. No hay duda de que, en los recursos 

apelativos consolidados, las partes plantearon que era necesaria la 

reproducción de la prueba oral y que interesaban presentar su 

transcripción. Es forzoso notar que, estando ya presentadas las 

mociones de las partes en torno a la referida transcripción, el panel 

hermano no emitió ningún dictamen interlocutorio en cuanto a 

ellas, sino que el 19 de septiembre de 2017 emitió la Resolución 

mediante la cual consolidó ambas apelaciones y le concedió término 

a la parte apelada para expresarse. Nuestro examen de los 

expedientes de los recursos consolidados KLAN201700524 y 

KLAN201700525, no refleja expresión alguna del panel hermano 

respecto a la transcripción de la prueba oral. Acentuamos que 

dichos expedientes ni siquiera contienen alguna moción que afirme 

que la transcripción de la prueba oral siquiera fue presentada.  

En adición, precisa destacar que, de una lectura cuidadosa de 

la Sentencia revocatoria mediante el cual el panel hermano  dispuso 

de ambos recursos, no surge referencia alguna a que se hubiese 

presentado o considerado la transcripción de la prueba oral.7 El 

fundamento esencial de la Sentencia de 7 de junio de 2017 fue la 

aplicación de la doctrina de la incuria, a base de un análisis del 

tracto procesal del caso. No se desprende de dicho dictamen que el 

panel hermano haya siquiera considerado la apreciación que efectuó 

                                                 
7 “Luego de analizar los argumentos de los apelantes, bajo el marco de la evidencia 

que obra en el expediente del recurso ante nos, y a la luz del Derecho vigente 
aplicable, concluimos que tales planteamientos ostentan mérito, y que la defensa 

de incuria es aplicable al caso de autos”. Véase, pág. 108 del Apéndice del 

Recurso.  
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el TPI de la prueba oral vertida en las vistas celebradas. Al no poder 

determinar que la transcripción de la prueba oral fue un elemento 

necesario para la obtención del dictamen revocatorio, concluimos 

que no erró el TPI al denegar la concesión de las costas 

correspondientes. El mismo análisis nos lleva a concluir que, dado 

que no surge indicio alguno de que se considerase prueba oral, no 

se nos puso en posición de determinar que la presentación de la 

transcripción de la deposición fuese un gasto necesario. No procedía 

tampoco conceder el recobro de costas por dicho concepto.  

Por todo lo anterior, procede modificar la Resolución recurrida 

a los únicos efectos de concederle al Ing. Gautier la suma adicional 

de $102 por concepto de un arancel pagado por su comparecencia 

ante el panel hermano.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto de 

Certiorari solicitado a los efectos de modificar la Resolución 

recurrida. Procede concederle al Ing. Gautier costas de $204 por 

concepto de aranceles pagados por comparecer ante este foro. Así 

modificada, se confirma.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


